
MORA JUDICIAL/ Sobrepaso del término establecido para dictar providencias, se justifica en el cúmulo laboral 

“(…) con fundadas y claras explicaciones la accionada, da buena cuenta de las razones por las cuáles no ha sido posible proferir las sentencias esperadas, e indica, con suficiencia, qué turno les corresponde para el evento. No podría, entonces, de manera objetiva entrar a hacerse un señalamiento como el que efectúa el accionante quien, valga la pena acotarlo, y ya se le ha hecho ver en numerosas acciones de similar matiz y lo reafirman los aquí intervinientes, sin desconocer la facultad que para ello le asiste, ha presentado durante los últimos años una cantidad más que considerable de acciones populares y de tutela que han trastocado seriamente el andamiaje regular de los despachos judiciales (...)” 

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-220 de 2007.
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Acta N° 69 de febrero 12 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a las que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público, el Banco Bilbao Vizcaya Argentaria Colombia S.A., la Alcaldía Municipal, Comfamiliar Salud Risaralda y el Banco Davivienda, de esta ciudad. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, radicadas así: 
	66001-22-13-000-2016-00025-00
	66001-22-13-000-2016-00029-00

	66001-22-13-000-2016-00036-00
	


  



Aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca junto con la orden a la funcionaria de que de manera inmediata y sin dilación alguna, profiera sentencia en las acciones populares que impetró allí, registradas con los números de radicación “2013-245”, “2015-196” y “2015-66”; además, pidió que se sancione por posible falsedad en documento público, al consignar en el auto admisorio que proferiría sentencia en un término de 30 días y que se dé trámite a una acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, ordenándole presentar demandas populares a su nombre y lo acompañarlo durante su trámite; que se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico y se le brinde copia física e íntegra de toda la acción; finalmente, según se extrae de los hechos de la demanda, pide, también, se compulsen copias a quien corresponda a fin de investigar la renuencia para fallar.
 



Dijo en su escrito que presentó varias acciones populares que quedaron anotadas en ese despacho judicial con las radicaciones “2013-245”, “2015-196” y “2015-66”, y en los autos admisorios se indicó que las sentencias se proferirían en un término de 30 días, lo cual podría ser falsedad en documento público, pues, no se han dictado las sentencias respectivas y los términos se encuentran vencidos, lo que denota renuencia y mora judicial.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. La Procuraduría señaló que su intervención está restringida a la protección de derechos colectivos dentro de la actuación que le sea notificada.

Acudió de nuevo el accionante para insistir en que se tramite acción contra la Defensora del Pueblo de Manizales por aparente violación a su deber funcional, al no presentar acciones a su nombre. 
La titular del Juzgado demandado, dio cuenta de las fechas en las que ingresaron a despacho para dictar sentencias las acciones populares del caso; informó sobre períodos de suspensión de términos desde tales eventos a la fecha; de los trámites adelantados con actuaciones de preferencia a dichas acciones, como tutelas e incidentes de desacato en primera y segunda instancia; acciones populares ingresadas con anterioridad y otros procesos igualmente con prioridad sobre aquellas; explicó el turno en que serán proferidas y, a la par, deprecó que se deniegue la tutela. Acompañó con la contestación, las copias que componen las respectivas acciones populares, las que luego de revisadas dieron píe para vincular al Banco Bilbao Vizcaya Argentaria Colombia S.A., la Alcaldía Municipal, Comfamiliar Salud Risaralda y el Banco Davivienda, de esta ciudad. 
La gerenta de esta última entidad bancaria, solicitud su desvinculación del asunto como quiera que del texto de la demanda no se pudo identificar si ya estaban notificados dentro de los asuntos relacionados por el accionante. 

La apoderada judicial del municipio indicó que la pretensión del actor, escapaba a la competencia de esa entidad territorial y se configuraba, por consiguiente, una falta de legitimación en la causa por pasiva y que si bien existen unos términos para decisiones judiciales, debía tenerse presente la congestión laboral que soportara el Despacho y, pidió, como consecuencia, no amparar los derechos elevados en torno a ella. Por medio de otra mandataria judicial, se produjo otra contestación con similares argumentos, citó jurisprudencia relacionada con la justificación de la mora judicial y la inexistencia legal para imputar al municipio alguna trasgresión de derechos. Finalmente, el banco BBVA por medio de apoderado, expresó que no existían elementos de juicio para adherirse a las pretensiones del accionante, dada la penosa congestión existente en los despachos judiciales, en especial los civiles, al estar atiborrados de acciones constitucionales, promovidas, en su mayoría, por el acá demandante, adicional a las numerosas peticiones que presenta en todos sus asuntos, sumado al ingreso de proceso que habían sido remitidos a otros juzgados, y que así las cosas era imposible cumplir con los términos para fallar procesos y trajo de igual forma a colación, jurisprudencia relacionada con la justificación de mora judicial.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.
Y en tal orden de ideas, su concesión depende de que realmente exista vulneración o amenaza de tales derechos, y que ella provenga de acciones u omisiones de la demandada.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa, en esencia, de que el Juzgado incurre en la violación de los mismos, atendiendo a que no ha proferido sentencia en las acciones populares que arriba se detallaron, incumpliendo con los términos legales establecidos para el evento, y máxime cuando advirtió que ello se haría en un plazo de 30 días.
Pues bien, sin desconocer que como en todo asunto de carácter judicial, se tienen establecidos unos términos para el proferimiento de las decisiones que correspondan a los jueces, la experiencia sobre el particular ha enseñado que no en todas y cada una de las actuaciones que deben dirimirse se ha podido cumplir puntualmente con tales exigencias, sin que a ello contribuya, en la inmensa mayoría de casos, la desidia o capricho de los funcionarios; tal cuestión ha tenido un origen arraigado en el ingreso numeroso, día a día, de distintas demandas y acciones constitucionales, que han impedido la satisfacción de los términos señalados, preferentemente, dentro del estatuto procesal civil.
Por ello mismo, la Corte Constitucional, en vasta jurisprudencia sobre el particular y de antaño, ha justificado la denominada mora judicial, afianzada, precisamente, en cuestiones objetivas y razonables que tienen que ver con la carga laboral que atolla, en buena medida, como lo reconocen, incluso, los vinculados al asunto, el normal desarrollo de las actuaciones judiciales, por falta, cómo no, de una adecuada infraestructura humana y técnica en la mayor parte del territorio nacional, a lo que no es ajeno este Distrito, ante la ya conocida cantidad de demandas ordinarias y de otra clase de asuntos que ingresan a los despachos judiciales, como lo hace evidente la funcionaria accionada en su respuesta a la tutela.

No en vano, se itera, la alta Corporación
, por traer a relación un pronunciamiento sobre el particular, que se ha tornado invariable y que se suma a los traídos por los vinculados, ha precisado:

 


“…la Corte determinó que la falta de cumplimiento estricta de los términos procesales por parte de los funcionarios judiciales no genera, per se, violación del derecho fundamental al debido proceso. Agrego además que la mora judicial, cuando la misma no se debe a la desidia de los funcionarios, sino a la excesiva carga y represamiento de trabajo hace improcedente la acción de tutela. Concluyó la Sala que:
 
  


“Indudablemente para la Corte, como lo ha señalado en varias providencias, la dilación injustificada de los procesos constituye una grave y seria vulneración de los derechos fundamentales mencionados. No obstante, esa dilación ha de ser injustificada, como lo dispone la propia Carta Política, pues, si la mora judicial obedece a circunstancias objetivas y razonables  ajenas a la voluntad del fallador, mal podría la Corte Constitucional acceder a las pretensiones de una tutela en ese sentido, sin analizar con sumo cuidado las razones de la mora judicial que se alega.”
Aquí, se repite, con fundadas y claras explicaciones la accionada, da buena cuenta de las razones por las cuáles no ha sido posible proferir las sentencias esperadas, e indica, con suficiencia, qué turno les corresponde para el evento. No podría, entonces, de manera objetiva entrar a hacerse un señalamiento como el que efectúa el accionante quien, valga la pena acotarlo, y ya se le ha hecho ver en numerosas acciones de similar matiz y lo reafirman los aquí intervinientes, sin desconocer la facultad que para ello le asiste, ha presentado durante los últimos años una cantidad más que considerable de acciones populares y de tutela que han trastocado seriamente el andamiaje regular de los despachos judiciales. Sin embargo, parece ser el único que no ha percibido la magnitud de lo que ocurre en los Juzgados Civiles y Administrativos, y en las Salas Civiles y de los Contencioso Administrativo. 
Más clara es la situación en la acción popular con radicación 2015-00196-00, como quiera que, de acuerdo con la constancia que reposa a folio 43 v. de este cuaderno, para la fecha de presentación de la tutela, ni siquiera se habían cumplido los veinte (20) días de que trata el artículo 33 de la Ley 472 de 1998. 

Ahora, en lo atañedero a la posible falsedad, que por las mismas razones no parece aflorar, está a su arbitrio acudir a las instancias penales para poner en conocimiento la comisión del presunto punible. Por tanto, se denegará el amparo así pedido y la pretensiones derivadas de lo que se acaba de detallar.
 



En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autoriza,  a su costa, la expedición de todos los folios que componen esta actuación. 
  



Y en lo que respecta a la insistente petición de que tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que (i) el libelo no está dirigido en su contra, sino del Juzgado Segundo Civil del Circuito local; (ii) los hechos no vinculan a esa entidad, pues no fue ante ella que se promovieron las acciones populares cuyo impulso pretendía; (iii) el demandante tiene expedita la vía para acudir directamente a la ciudad de Manizales para formular la acción de tutela, que no debería ser más que una, contra la Defensoría del Pueblo, previa indicación clara al juez competente de las razones por las cuales debe procederse en su contra; (iv) estima la Sala que debe desterrarse la idea del demandante de que todos los jueces del país, pero particularmente los del eje cafetero, debemos atender cada una de sus amañadas peticiones, para suplir las cargas mínimas que a él le incumben y que no cumple, producto de lo cual se viene generando una parálisis en los despachos judiciales, y no solo en ellos, sino que, de rebote, también se trastornan las actividades de otras dependencias, como la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Alcaldías, entre otras.  
   



Finalmente, se absolverá a las demás entidades involucradas.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DENIEGA los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local.

Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

 



A costa del interesado, expídase copia de todo lo aquí tramitado.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS  

   DUBERNEY GRISALES HERRERA        
-Con permiso-      

� Sentencia T-220 de 2007
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